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Introducción
Nos proponemos analizar las particularidades y los cambios transcu-
rridos en las políticas públicas implementadas por el Ministerio de 
Desarrollo Social de la Nación con el objetivo de incluir a los sectores 
vulnerables a través del trabajo. Tras la crisis de 2001 y sus serias con-
secuencias, el nuevo gobierno nacional se propone superar la visión 
del “subsidio” y plantea al “trabajo” como factor de integración social 
bajo el formato, especialmente, de cooperativas generadas y tuteladas 
por el propio Estado. Se recurre al ámbito de la economía social como 
alternativa a un mercado de trabajo restringido y competitivo.

Se trata de acciones públicas inspiradas en el paradigma de polí-
ticas socioproductivas, tal el Programa de Ingreso Social con Trabajo 
“Argentina trabaja”, del cual nos interesa observar si las expectativas 
iniciales acompañan su implementación y su trayectoria. A finales de 
2015, las elecciones dan vencedora a la alianza opositora Cambiemos 
quienes, tras un proceso de casi dos años de transformaciones sustituye 
el programa por el “Hacemos Futuro”, bajo otro paradigma y objetivos.

Queremos salir del análisis meramente comparativo donde, obvia-
mente, gobiernos con diferentes concepciones generan políticas diver-
sas. Nos proponemos analizar si las cooperativas propuestas adqui-
rieron algún grado de consolidación, si –efectivamente– otorgaron la 
posibilidad y sustentabilidad de integración socioeconómica a sus in-
tegrantes y cuáles son los factores que determinaron su reformulación, 

Inés Liliana García

De “ingreso social 
con trabajo” a 
“hacemos futuro”
Políticas públicas de Estado que impulsaron la 
inclusión social desde las cooperativas de trabajo
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ya que nuestro análisis focaliza en una propuesta “de cooperativismo” 
sostenida por el Estado –novedosa en nuestro país con un movimiento 
cooperativo de larga trayectoria– para los sectores no admitidos en las 
instituciones propias de la economía dominante.

Partimos de la hipótesis de que las contradicciones generadas entre 
objetivos e implementación del Programa Ingreso Social con Trabajo 
provocaron que este no alcanzara a sostener una sólida alternativa de 
economía social e inclusión; antes del cambio de gobierno, dichas pro-
puestas fueron mutando hasta ser desestimadas definitivamente en el 
2016, en coherencia con la nueva concepción liberal gobernante.

La sustitución de la contraprestación laboral en cooperativa no 
fue inmediata al cambio de gobierno nacional, sino que, tras un 
período de evaluación y reestructuración, fue en febrero de 2018 
cuando sus titulares son incorporados de manera individual, y 
solo para capacitarse, en “Hacemos Futuro”. Dichos acontecimien-
tos ameritan dar cuenta de su proceso al tratarse de un fenóme-
no reciente que propicia y, luego, inhibe un potencial espacio de 
desarrollo de la economía social. Nos permite efectuar conclusio-
nes preliminares ante la pregunta desafiante: dichas iniciativas de 
inserción social desde la economía social ¿fueron alternativas o 
funcionales a la economía de mercado?, ¿el “Ingreso social con tra-
bajo” fue cooperativo?, ¿dónde “Hacemos futuro”, en el mercado?

En cuanto a la metodología y análisis de datos, el abordaje es des-
criptivo, de carácter cualitativo y enmarcado en el paradigma cons-
tructivista, pues nos sentimos involucrados en la necesidad de encon-
trar espacios de producción y redistribución propios de la economía 
social, que reviertan las inequidades económico-sociales constituyen-
tes de la economía de competencia. Creemos en la necesidad de gene-
rar políticas públicas sustentables que empoderen al cooperativismo.

Los datos analizados provienen de diversas fuentes: relevamiento 
bibliográfico, corpus normativo de los programas analizados (de-
cretos, resoluciones, reglamentaciones), informes y documentos pú-
blicos (evaluaciones, manuales de capacitación, web institucional) y 
entrevistas a funcionarios de ambas gestiones de gobierno, así como 
a actores partícipes de las experiencias: titulares, capacitadores y re-
presentantes de otros organismos vinculados por convenios.

Políticas públicas de inclusión desde 
las cooperativas de trabajo, un intento 
de desarrollo económico y social

Las políticas económicas desarrolladas en los años noventa durante 
el gobierno de Carlos Menem –quien retoma la senda trazada por 
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Martínez de Hoz durante la dictadura militar–, marcaron profundas 
transformaciones en el mundo del trabajo y, a consecuencia de ello, 
se rompe el vínculo entre el crecimiento económico y el desarrollo 
social. Crecer económicamente de acuerdo al pbi per cápita no signi-
fica desarrollo social ni desarrollo productivo. La libre importación, 
las restricciones de los derechos laborales, la dolarización de la eco-
nomía, sumados a la falta de inversión y sostenimiento de servicios 
básicos para el bienestar de la población generó el cierre de estable-
cimientos productivos, la ruptura de redes de contención social y, 
por ende, crecimiento de las tasas de desocupación y de pobreza-
indigencia. “…significó el empobrecimiento y crecente vulnerabili-
dad de los sectores medios, y el surgimiento de formas de exclusión 
social inexistentes en nuestra sociedad” (López, 2005, p. 23).

Tras la terrible crisis de diciembre de 2001, toma impulso una 
corriente de pensamiento comprometida con la búsqueda de nue-
vas alternativas a la economía neoliberal para dar respuesta a la 
situación de extrema vulnerabilidad de amplios sectores sociales. 
En el campo de las políticas públicas, en algunos ámbitos, crece la 
visión del paradigma socioproductivo. Con la asunción de Néstor 
Kirchner en 2003, se inicia una etapa de aplicación de políticas so-
ciales inclusivas vinculadas al desarrollo local en municipios. Polí-
ticas públicas básicamente destinadas a crear trabajo, al que se lo 
considera –además de generador de ingresos– un factor de recons-
trucción de vínculos sociales y familiares, vitales en el proceso de 
resocialización y participación ciudadana.

El interés está centrado, entonces, en la creación desde el Es-
tado, de nuevos puestos de trabajo para los sectores excluidos del 
mercado de trabajo formal o informal. Se parte de la concepción 
de que la práctica laboral dignifica e incluye y que el ingreso desti-
nado a los sectores vulnerables deje de ser mero subsidio, sino un 
ingreso a cambio de la prestación laboral de sus titulares –tutela-
dos con capacitación– para el desarrollo integral de sus condicio-
nes de vida y de su entorno sociohabitacional.

Precisamente el paradigma de las políticas socioproductivas se 
basa en estos tres pilares: el Estado como ente financiador de pues-
tos de trabajo –que el mercado no genera o requieren de capaci-
tación previa para su posible inserción–, la obligatoriedad de una 
contraprestación laboral por parte de los titulares y los municipios 
como entes ejecutores y de tutela, sea de obra o de capacitación 
para el trabajo. Algunas de estas políticas asocian sus propósitos a 
la conformación de cooperativas.

El debate sobre las cooperativas recobra peso en la discusión 
académica o, al menos, es parte de un paquete de alternativas con-
sideradas como posibles vías de recuperación del empleo y de su-
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peración de la indigencia o pobreza. Asimismo, su estructura ho-
rizontal y solidaria permitiría la reconstrucción del tejido social y 
un mayor grado de participación y compromiso de los ciudadanos 
en la resolución de las problemáticas estructurales.

El concepto de cooperativa forma parte, en términos de clasifi-
cación académica, de una definición más abarcativa denominada 
“Economía Social”. Cuando se habla de economía social, el término 
refiere a diferentes modos de organización productiva que, en co-
mún, tienen la intención de desarrollar la práctica económica desde 
una teoría diferente a la capitalista; “…estas experiencias enmarca-
das en el campo de la economía social responden a todas aquellas 
formas que en su funcionamiento contestan y cuestionan la lógica 
de desarrollo capitalista” (Mutuberría Lazarini, 2010, p. 14).

Veamos, entonces, cuáles fueron esas políticas, cuáles sus obje-
tivos y que sucedió a la hora de su implementación.

La crisis del modelo de los noventa provocó, como dijimos, el 
cierre de fuentes de trabajo y el aumento de los índices de desem-
pleo y pobreza, con tales consecuencias, resurge un fenómeno que 
nace a fines de los sesenta e inicios de los setenta: cooperativas 
surgidas por trabajadores que resisten el cierre de sus empresas 
empleadoras y encuentran en el modelo cooperativo el recurso le-
gal que les permite –vía judicial– aspirar a la expropiación de los 
bienes e inmuebles productivos por ser considerados de utilidad 
pública. Esta figura permite al Estado transferirle apoyo económi-
co y recursos en asesoría y capacitación. Podríamos decir que tales 
experiencias se transforman en el embrión de la iniciativa política 
que privilegia lo socioproductivo y la necesidad de que el Estado 
se involucre en el sostenimiento de las cooperativas de empresas 
recuperadas que crecieron, de manera exponencial, desde el 2001.

Por otro lado, a fines del año 2003, se constituyeron las prime-
ras cincuenta cooperativas de trabajo promovidas por el Gobier-
no Nacional (inaes, 2008) enmarcadas en el Programa Federal de 
Emergencia Habitacional, experiencia que impulsó la construc-
ción de viviendas sociales bajo la figura de cooperativas. Asimismo 
se subscribieron convenios de traspaso directo de fondos naciona-
les a 17 asociaciones por un total de $1.790.000 para el financia-
miento de 84 microemprendimientos productivos que generarían 
2000 puestos de trabajo. Entre las asociaciones de base, se encon-
traban Federación Tierra y Vivienda (ftv), Barrios de Pie (bp), Co-
rriente Clasista y Combativa (ccc), Movimiento Independiente de 
Jubilados y Desocupados (mijyd), Movimiento Evita (me), Bloque 
Piquetero Nacional (bpn), entre otras. El objetivo fue incorporar a 
los beneficiarios del Plan Jefes y Jefas de Hogar a emprendimientos 
asociativos de la Economía Social. Por entonces podíamos leer:1

1 Véase completo en <http://
www.pagina12.com.ar/diario/
elpais/1-24102-2003-08-14.
html> (consultado 2/12/2014).
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Los convenios aprobados por el Gobierno sobre propuestas pre-
sentadas por organizaciones no gubernamentales –muchas de 
ellas vinculadas al movimiento piquetero– son para la promoción 
de empleo. Se trata de microemprendimientos de herrerías y de 
huertas, entre otros. En este marco, la ftv recibirá 270 mil pesos 
para construir veredas en el conurbano bonaerense, mientras que 
el mijyd se hará cargo de una panadería, productos de limpieza y 
un taller textil.2

El inaes dictó la Resolución N.° 2038/03, que les permitió una ma-
triculación en tiempo breve y el seguimiento sostenido por parte 
de las autoridades competentes. Se matricularon agrupamientos 
productivos preexistentes –que de hecho funcionaban como coo-
perativas– conformados espontáneamente para afrontar la crisis 
en el seno de diversos movimientos sociales emergentes.

Unos meses después se creó, mediante Resolución del mds N° 
13753 del 13 de abril de 2004, el Plan Nacional de Desarrollo Lo-
cal y Economía Social “Manos a la Obra” con algunas herramientas 
relevantes de inclusión: la contraprestación laboral obligatoria, el 
acceso a capacitación laboral y formal y el Monotributo Social.4 
El Plan nace “con el propósito de constituirse como un sistema de 
apoyo a las iniciativas de desarrollo socioeconómico local destina-
do particularmente a los sectores de bajos recursos” y brinda finan-
ciamiento para la compra de maquinaria, herramientas e insumos 
para emprendedores y emprendimientos productivos y asistencia 
técnica para fortalecer el funcionamiento, mejorar proyectos ini-
ciados por personas, familias o instituciones asociativas –sin espe-
cificar a las cooperativas– para sostener o generar autoempleo.

El plan se inserta en la filosofía de las políticas socioproductivas 
e impulsa el perfil de las futuras acciones emprendidas por el mds. 
Con él se profundiza los espacios de participación y control social, 
puesto que se generan redes de trabajo con organizaciones socia-
les de base que intervienen en territorio. Las nuevas políticas están 
destinadas a mutar la categoría de “desocupado con subsidio” a 
“trabajador con empleo sostenido con subsidio estatal”. Asimismo 
el mds inició el proyecto de construir, en diferentes distritos del 
país, Centros de Integradores Comunitarios (cic); ello requirió la 
construcción de nuevos edificios para brindar atención sanitaria, 
social y educativa en las localidades del país. Para ello, se confor-
maron cooperativas con vecinos desocupados, con lo que se incre-
mentó su matriculación.

Entendemos de este modo el salto del 26,8% de aquellas coo-
perativas nacidas antes y durante el 2001 al 49,75% de las nacidas 
entre 2002 y 2004. De acuerdo a los registros del inaes, a diciembre 

2 “El dinero del Gobierno des-
tinado a las ong se distribuirá 
‘cuenta a cuenta’. O sea, sin 
ningún intermediario, ni siquie-
ra de las administraciones 
provinciales o municipales 
donde se desarrollen los em-
prendimientos. El propio Poder 
Ejecutivo Nacional es el que 
se encargará de las tareas de 
auditoría” (Página/12 online; 
consultado 14-08-2003).
3 En agosto de 2003, el Gobier-
no Nacional firma un convenio 
con algunas asociaciones de 
base, con el propósito de apa-
ciguar la protesta de quienes, a 
pesar de recibir el Plan Jefes y 
Jefas de Hogar, no lograban in-
serción laboral ni una cobertura 
que garantizara su subsistencia. 
En el año 2004, mediante de-
creto 1506/04 el Ministerio de 
Trabajo promueve el traspaso 
de los beneficiarios del PJyJH 
hacia los nuevos programas 
que se fueron creando con una 
visión de empleabilidad y con-
traprestación concreta a tareas 
y horarios determinados, con 
capacitación y formación de 
grupos asociativos incorpora-
dos a los criterios de la econo-
mía social, buscando el desarro-
llo socioproductivo y territorial.
4 Obligatoriamente quedaban 
inscriptos en el Registro de 
Efectores Sociales, de modo 
de contar con la posibilidad 
de emitir facturas por trabajos 
temporales, eventuales o de 
montos reducidos sin costo 
impositivo –puesto que el 
Estado asumía dicho rubro–, 
acceder a cobertura médica 
–personal y grupo familiar 
dependiente– e ingresar al 
sistema previsional.
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de 2007, había 3848 cooperativas de trabajo surgidas de políticas 
públicas del Ministerio de Desarrollo Social en más de quinien-
tos municipios y comunas de todo el país en articulación con los 
gobiernos locales. De acuerdo con los datos proporcionados por 
la Secretaría de Desarrollo y Promoción del mds, para entonces la 
cantidad de trabajadores asociados era de 60.764.

Años después la crisis global del 2008, que frenó la expansión 
económica y el crecimiento del empleo, plantearon al Estado la 
necesidad de generar nuevos puestos de trabajo ante la demanda 
de los sectores aún excluidos; ello deriva, a finales de 2009, en la 
creación del Programa Ingreso Social con Trabajo “Argentina Tra-
baja” –mediante Resolución N.o 3182/09 del mds, ratificada por 
Decreto N.o 1067/09– como una herramienta de inclusión para el 
“desarrollo de capacidades sociales y ocupacionales, el fomento del 
espíritu y la recuperación de la dignidad de trabajo, la educación, 
el cuidado de la salud, el mejoramiento de espacios públicos y la 
promoción del trabajo asociado y el cooperativismo”.

En dicho programa, constituirse en cooperativa era condición 
sine qua non para sus titulares, así como realizar tareas y obras de 
infraestructura propuestas por el municipio de residencia –como 
ente ejecutor– en acuerdo con el mds –ente financiador–, en tanto 
las capacitaciones quedaban en mano de los Ministerios de Educa-
ción provinciales.

La centralidad de la política siguió puesta en un instrumento 
propio de la economía social a pesar de las adversidades en su imple-
mentación. Tanto el mds como el inaes en sus resoluciones adoptan 
el concepto de cooperativa5 tal como es definido por la aci,6 pero las 
implementa como “cooperativas tuteladas”, vale decir, configuradas 
y coordinadas por referentes externos, con una estructura diversa en 
referencia a integración voluntaria, autonomía y control del proceso 
productivo y administrativo por parte de sus asociados.

Al inscribirse, los titulares quedaban agrupados en cooperati-
vas de acuerdo con la cercanía de sus domicilios, con un capataz 
que ordenaba y controlaba sus horarios, tareas y resultados. Este 
respondía al intendente o al mds según el distrito y la tramitación 
de la matricula ante el inaes estaba bajo su responsabilidad o re-
caía en una universidad pública integrada al programa con los fi-
nes de llevar los libros y tramitaciones referentes a las obligaciones 
de constituirse en cooperativa. Los integrantes solo participaban 
en la elección del nombre y quedaban algunos designados como 
autoridades ante el inaes, pero desconocían las responsabilidades 
y obligaciones que ello implicaba; no poseían la documentación y 
las sedes donde se capacitaban, trabajaban, recibían los materiales 
o constituían domicilio legal eran espacios municipales, ministe-

5 La cooperativa “es una aso-
ciación autónoma de personas 
que se han unido voluntaria-
mente para hacer frente a sus 
necesidades y aspiraciones 
económicas, sociales y cultu-
rales comunes por medio de 
una empresa de propiedad 
conjunta y democráticamente 
controlada”. Asimismo regida 
por principios y valores inter-
nacionalmente consensuados.
6 La Alianza Cooperativa 
Internacional fue fundada 
en Londres el 19 de agosto 
1895 y nuclea al movimiento 
cooperativo de todo el mundo 
que, en asambleas periódicas 
establecen los ejes de acción 
y sostiene la universalidad de 
los principios y valores del 
cooperativismo (http://www.
aciamericas.coop).
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riales o de movimientos sociales o partidarios. Los valores y prin-
cipios del cooperativismo, así como los mecanismos de gestión y 
toma de decisiones, fueron impartidos por el inaes mediante una 
jornada de pocas horas y como parte del trámite para otorgarle la 
matricula. No se hizo un programa especial de enseñanza acerca 
de qué es constituirse en cooperativa de trabajo, cuáles sus princi-
pios y valores, y los mecanismos de autonomía y toma de decisio-
nes democráticas, entre otras cosas.

A la hora de su implementación, disputas político-territoriales7 

y la necesidad de reforzar la terminalidad educativa de los titulares 
hicieron que el mds asumiese toda la estructura del programa y 
relegara a los municipios y ministerios de educación provinciales 
mediante la creación de Centros de Atención Local –para aseso-
ramiento, inscripción, asignación de obra– y el Plan FinEs,8 que 
aborda la terminalidad educativa de adultos con contenidos cu-
rriculares basados en la educación popular y adecuados a la po-
blación de destino a diferencia de los establecidos en la currícula 
oficial.

Los resultados adversos para el gobierno nacional en las elec-
ciones parlamentarias de 2011 definieron la interrupción casi 
absoluta con los municipios como entes ejecutores; el Programa 
“Argentina Trabaja” reemplaza a aquellos actores no afines polí-
ticamente o sospechados de no hacer campaña a favor de los in-
tereses nacionales, firma convenios con organizaciones sociales y, 
en muchos casos, federaciones de cooperativas de trabajo (cnct) y 
sindicatos como la uocra, que coincidían en un mismo compro-
miso político.9

Ya no podríamos hablar de una política pública socioproducti-
va integral, pero notoriamente la contraprestación laboral exigida 
continuó implementándose única y exclusivamente bajo formato 
de cooperativa.

Posteriormente, una nueva evaluación del Programa de Ingre-
so con Trabajo “Argentina Trabaja”, a inicios de 2013, reflejó que 
el 70% de sus titulares eran mujeres y que estas resultan las más 
comprometidas con el cumplimiento de las contraprestaciones 
productivas y de formación requeridas, así como, por otro lado, 
fueron quienes mayoritariamente capilarizaron el ingreso mone-
tario percibido al interior de su hogar. Nace así, a fines de 2013, 
el subprograma “Ellas Hacen”, destinado a mujeres con tres o más 
hijos, víctimas de violencia de género.

Como nos lo señaló una funcionaria del subprograma, este 
surgió como una respuesta a las demandas que las mujeres hacían 
llegar a los referentes barriales y al crecimiento de hechos de femi-
cidio especialmente en el conurbano bonaerense. Los tres pilares 

7 Para detalles del planteo véa-
se: García, I. “Las cooperativas 
en las políticas públicas nacio-
nales de la post convertibilidad. 
¿Herramientas para el cambio 
social o paliativo en las crisis 
capitalistas?”, <http://www.
ceur-conicet.gov.ar/archivos/
publicaciones/Tesis_de_Maes-
tria_-_Ines_Liliana_Garcia.pdf>.
8 Plan de Finalización de Estu-
dios Primarios y Secundarios 
(FinES).
9 Entre los testimonios 
relevados, surgió la tesis 
de que el programa no se 
desarrollaba de acuerdo a sus 
objetivos, debido a que los 
intendentes o gobernadores 
lo utilizaban para su beneficio 
personal o no los gestionaba 
para generar descontento con 
el Ejecutivo Nacional. Cada 
actor “tomaba agua para su 
molino”. El compromiso con 
el programa estaba atado con 
el compromiso de militancia y 
electoral, “en sumar o restar 
votos según los intereses de 
los políticos o punteros”. El uso 
político de la necesidad no fue 
la excepción en estos casos.
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sobre los que se diseñó fueron dar un incentivo económico, coope-
rativas con matrícula como herramienta para una futura autono-
mía económica y la contraprestación obligatoria de terminalidad 
educativa, con perspectiva de género y desde la educación popular.

A la inversa de lo establecido en el programa madre “Argentina 
Trabaja” –donde, desde el inicio, las cooperativas eran afectadas en 
obra para cumplimentar su contraprestación laboral–, el subpro-
grama “Ellas Hacen” preveía en primera instancia la terminalidad 
educativa y capacitaciones sobre conocimientos y prácticas para, 
luego, en una segunda etapa –con conceptos y herramientas in-
corporadas–, diseñar el proyecto productivo que le daría entidad 
como cooperativa. Aun así, las titulares quedaban inscriptas en 
cooperativas –en seis meses obtenían su matrícula– y transcurría la 
capacitación a un plazo mayor de un año o dos, en tanto el proyec-
to productivo permanecía latente en la mayoría de los casos hacia 
finales de 2015, y quedaban abiertas las instancias de obligatorie-
dad (presentación de estatuto, balances, actas de asambleas, pre-
sentaciones de exención, como toda cooperativa) frente al inaes y 
otros organismos de control sin haber siquiera proyectado la coo-
perativa y su objeto productivo.

Las elecciones nacionales de 2015 dieron vencedora a la Alianza 
Cambiemos a nivel nacional y en muchas provincias gobernadas 
por el Frente para la Victoria; entre ellas, la Provincia de Buenos 
Aires, donde el mds había distribuido la mayor cantidad de cupos 
de sus políticas de inclusión con trabajo de manera discrecional. 
Los actores involucrados en los programas: funcionarios, coor-
dinadores y capacitadores sufrieron un fuerte cimbronazo, dado 
que la política pública estuvo sostenida más por redes de afinidad 
político-partidaria de gobierno que por estructuras técnico-admi-
nistrativas estatales. Todos los convenios con los entes ejecutores 
y capacitadores tenían fecha de vencimiento el 31 de diciembre y 
no habían recibido los fondos correspondientes de la partida pre-
supuestaria del último semestre. El traspaso institucional fue muy 
conflictivo. No fue una transición natural de mando. Muchos de 
los entrevistados sostenían que la información estaba en manos de 
actores intermediarios. Muchos trámites –como los referidos a la 
matriculación de las cooperativas– quedaron inconclusos y sin no-
tificar de su estado a los titulares.

Los nuevos funcionarios sostienen que se encontraban con una 
situación confusa, con escasa información o con registros a los que 
decidieron supervisar, evaluar y rearmar. Los convenios con los 
prestadores no fueron renovados hasta no finalizar el período de 
supervisión de todas las políticas públicas. Ello implicó un fuer-
te desconcierto y desesperanza entre los titulares y sus capacita-
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dores con los cuales mantenían una vinculación muy estrecha. Si 
bien continuaron obteniendo la retribución monetaria, quedaron 
por varios meses sin un espacio de encuentro, sea de capacitación 
como de producción. “Cobramos, pero no hicimos nada por un lar-
go tiempo” refieren algunos testimonios.

Finalmente, en mayo de 2016 el mds dicta la norma N.° 592 que 
modifica los lineamientos del programa. La Unidad Ejecutora In-
greso Social con Trabajo del mds realizó

... un relevamiento exhaustivo del Programa, en el marco del cual 
se advirtió la necesidad de reformular sus lineamientos básicos. 
[…] se ha advertido que la participación de Cooperativas en el 
Programa no ha logrado la consolidación de las mismas y su in-
serción en el mercado, con la correspondiente inclusión laboral de 
las personas físicas que las integran. […] asimismo resulta conve-
niente ampliar el espectro de Entes Ejecutores, que podrán parti-
cipar en el Programa, incluyendo a organismos gubernamentales 
y no gubernamentales.

Desde entonces, el objetivo principal del “Argentina Trabaja” fue 
brindar

... capacitación a través de cursos y prácticas de formación socio-
productivas y tareas comunitarias a personas físicas en estado de 
vulnerabilidad social como herramienta tendiente a mejorar su 
calidad de vida y su futura inserción laboral. […] La participación 
de las personas físicas en el programa conlleva un doble benefi-
cio para las mismas, por un lado la adopción de nuevos conoci-
mientos como resultado de las actividades de capacitación que 
las beneficiará dotándolas de herramientas que coadyuven en su 
futura inserción laboral y, por otro lado, el subsidio consistente 
en la ayuda económica para facilitar la posibilidad de participar 
en los cursos y prácticas de formación socio productivas y tareas 
comunitarias.

Como puede apreciarse, desaparece definitivamente la propuesta 
de conformación de cooperativas como modelo de producción co-
lectivo, las trayectorias de aprendizaje y prácticas pasan a la esfera 
de lo individual. Se habla de inserción laboral futura, el objetivo 
central es la capacitación y no la producción o la contraprestación 
laboral requerida en las llamadas políticas socioproductivas; los 
modelos de asociativismo y la vinculación con el desarrollo local 
queda relegado a la voluntad surgida desde los titulares, en cuyo 
caso, se buscaría facilitar algún tipo de sostén, pero de ningún 
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modo incentivarlos en un plano prioritario. Se retorna a las polí-
ticas de subsidio-ayuda para atenuar la desigualdad social; se sub-
sidia para capacitarse, esa pasa a ser la contraprestación requerida 
con obligatoriedad.

El lugar de contención pasa a ser la escuela o espacio donde se 
implementa la terminalidad educativa. Cambia la estructura mon-
tada anteriormente para brindar dicha capacitación; la capacita-
ción queda bajo la órbita de los espacios propios de la estructura 
estatal –sean nacional, provinciales o municipales–, con la planta 
formal o adicional de capacitadores, léase profesores de universi-
dades nacionales, maestros de escuelas para adultos (cens, cent). 
Se desestima la capacitación en espacios tales como locales parti-
darios o de movimientos sociales y a capacitadores populares sin 
título. En cuanto a los entes ejecutores no gubernamentales, las 
federaciones de cooperativas e instituciones de la economía social, 
son admitidas, pero la contratación se amplía a las osc, fundacio-
nes y asociaciones civiles sin fines de lucro, así como “organizacio-
nes internacionales que trabajan en políticas sociales y redes de 
patrimonio comunitario”, convenio mediante.

En paralelo con los nuevos lineamientos de los programas desa-
rrollados por el mds, el 6 de julio de 2017, el Ministerio de Trabajo, 
Empleo y Seguridad Social lanza el Programa de Inserción Labo-
ral, que se implementa mediante las siguientes líneas de acción: 
“Promoción del empleo asalariado en el sector privado, promoción 
del empleo asalariado en el sector público, promoción del empleo 
asalariado para trabajadores con discapacidad, promoción del em-
pleo asalariado en el marco del Programa Nacional para la Trans-
formación Productiva”, entre otros. Dicho programa comprende a 
la totalidad de la población mayor de 18 años sin empleo y quienes 
participen como titulares en programas del mteyss y mds relacio-
nados con la inserción laboral.

Se propicia así, para los sectores vulnerables, el trabajo “asa-
lariado-subordinado a un empleador” y se desestima toda op-
ción referente a la conformación de cooperativas u otras formas 
de asociativismo, al menos por iniciativa y sostenimiento del Es-
tado. Se promueve la relación de dependencia de tipo individual 
como método de inserción laboral, de modo que en su normativa 
se señala que quienes, perteneciendo al Programa Ingresos Social 
con Trabajo, son contratados “por tiempo indeterminado por un 
empleador del sector privado percibirán a cargo del Ministerio de 
Trabajo, Empleo y Seguridad Social una ayuda económica mensual 
de Pesos Cuatro Mil ($4000), cuando sean contratados a tiempo 
completo y de Pesos Dos Mil ($2000) cuando sean contratados a 
tiempo parcial”. La inserción laboral está pensada en el campo del 



revista de ciencias sociales, segunda época
Nº 35, otoño de 2019, pp. 63-82

Inés Liliana García
De “ingreso social con trabajo” a “hacemos futuro” 73

10 De creación por parte del 
mds del Programa de Ingreso 
Social con Trabajo “Argentina 
Trabaja”, cuyos objetivos, co-
mo hemos visto, eran “la pro-
moción del desarrollo econó-
mico y la inclusión social con 
generación de nuevos puestos 
de trabajo con igualdad de 
oportunidades, fundado en el 
trabajo organizado y comuni-
tario, cuyo objetivo específico 
consiste en lograr esa inclu-
sión social mejorando la cali-
dad de vida de los territorios al 
contribuir con la promoción del 
desarrollo económico.
11 Resolución mds que modifi-
cara la N.º 3182, que aprueba 
nuevos lineamientos gene-
rales al Programa de Ingreso 
Social con Trabajo  y todos sus 
subprogramas (“Ellas Hacen”), 
“con el objetivo fundamen-
tal de brindar capacitación a 
través de cursos y prácticas 
de formación socio producti-
vas y tareas comunitarias a 
personas físicas en estado de 
vulnerabilidad social, como he-
rramienta tendiente a mejorar 
su calidad de vida y su futura 
inserción laboral, a través de 
la enseñanza y realización de 
actividades que adicionalmen-
te redunden en beneficio de 
toda la comunidad, así como 
la promoción del cuidado de 
la salud personal, familiar y 
comunitaria y de la infraes-
tructura sociosanitaria.
12 Entre los organismos no 
gubernamentales se mencio-

mercado de trabajo y en el libre juego de la oferta y la demanda, 
no en el desarrollo de nuevas iniciativas colectivas o en un espacio 
solidario que permita el avance de los sectores vulnerables hacia 
una equidad posible. Al mismo mercado que los excluye es sobre 
el cual se apuesta para que vuelva a incluirlos.

El 8 de febrero de 2018, la Secretaría de Economía Social del 
mds, por Resol-2018-96-APN-mds y en su facultad de “diseñar las 
acciones de políticas sociales tendientes a promover la generación 
de nuevas oportunidades de empleo y comercialización de los pro-
ductos para los diversos actores de la economía social y popular, 
en coordinación con las áreas competentes de la Administración 
Pública Nacional”, deja sin efecto las resoluciones N.º 3182/200910 
y Nº 592/201611 para dar creación al Programa “Hacemos Futuro”, 
“cuyo objetivo es empoderar a las personas y poblaciones en riesgo 
o situaciones de vulnerabilidad social, promoviendo su progresiva 
autonomía económica a través de la terminalidad educativa y cur-
sos y prácticas de formación integral que potencien sus posibilida-
des de inserción laboral e integración social”.

El programa “Hacemos Futuro” incluye bajo su esfera a todos 
los beneficiarios del programa Ingreso Social con Trabajo “Argen-
tina Trabaja”, “Ellas Hacen” y “Desde el barrio”. El 15 de febrero, 
por Resol-2018-151-APN-SES#mds, el Secretario de Economía 
Social aprueba los lineamientos desarrollados en anexo Ex-2018-
05588116-APN-SES#mds. Para la implementación de los objetivos 
arriba mencionados, se establece “un programa de transferencia 
condicionada de ingresos que comprende la percepción de un sub-
sidio para capacitación de carácter personal que facilite el acceso y 
permanencia en los cursos y prácticas de terminalidad educativa 
y formación integral”. Estos son los ejes sobre los que descansará 
“Hacemos Futuro”: a) la Educación Formal Obligatoria, terminali-
dad educativa primaria y secundaria, según el caso y cuya articu-
lación dependerá del Ministerio de Educación la Nación y depen-
dencias ministeriales provinciales o municipales; b) la Formación 
Integral mediante cursos o programas de formación, que incluyen 
el nivel superior o profesional, talleres formativos de oficios brin-
dados por unidades capacitadoras (gubernamentales y no guber-
namentales)12 y programas de fortalecimiento a unidades pro-
ductivas autogestionadas13 por titulares del programa “Hacemos 
Futuro”, las que podrán articularse con otros organismos luego de 
la validación del mds.14

Si trazamos una línea de tiempo respecto a los objetivos de las 
políticas vinculadas a lo socioproductivo del mds, diríamos que 
en 2011/12 se rompen definitivamente los vínculos con los muni-
cipios como entes ejecutores y las decisiones quedan subsumidas 
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exclusivamente en el ente financiador (mds), quien delega en en-
tes ejecutores afines. La variable de desarrollo local se establece de 
acuerdo a las necesidades territoriales y electorales del poder Eje-
cutivo Nacional, no provinciales o municipales, a menos que sean 
coincidentes a sus intereses. Y, por otro lado, en diciembre de 2015 
queda relegada la contraprestación laboral y desestimada la con-
formación de cooperativas, hasta que se suprime definitivamente 
en “Haciendo Futuro”.

A finales del gobierno de Cristina Fernández, de acuerdo a los 
datos estadísticos publicados en la página web del inaes a septiem-
bre de 2015, la cantidad de cooperativas vigentes –en general– eran 
30.938, de las cuales, 24.483 constituidas como cooperativas de 
trabajo de acuerdo a su objeto social. Es decir, el 79% del total de las 
registradas. Si bien no existen cifras de otras cooperativas (Resolu-
ción N.°3026/06, ex 2038) surgidas de otras políticas públicas, sí 
se informa que las generadas por el Programa “Argentina Trabaja” 
eran un total de 7781 (el 25% del total de cooperativas del país). En 
su interior, se clasifican en 5.110 pertenecientes al Programa Social 
con Trabajo y 2.671 creadas por el subprograma “Ellas Hacen”. Sin 
embargo, no hay registro –al menos publicado– sobre la cantidad 
de trabajadores asociados ni si están activas. Las cifras no resultan 
claras; el inaes iniciaba en 2015, al mismo tiempo, un proceso de 
cancelación de matrículas de cooperativas inactivas, sea porque se 
desarticularon una vez finalizadas las obras o por incumplimien-
tos administrativos fiscales. Al no depurarse el padrón de matrí-
culas interpretamos que el número registrado no condice con la 
existencia real de cooperativas activas ni con la cantidad real de 
trabajadores asociados brindados por entonces.

Teniendo en cuenta las dificultades vistas, desde lo cuantitativo, 
se hace difícil determinar el impacto que las políticas de impulso 
a la formación de cooperativas tiene en el marco global del movi-
miento cooperativo, menos aún en el marco global de la economía 
de mercado. No queda en claro la cantidad de puestos de trabajo 
generados ni el sostenimiento de estos en el tiempo.

Algunas reflexiones y conclusiones

Las políticas públicas reflejan ciertas racionalidades de gobierno 
y su voluntad en afrontar una problemática; son herramientas de 
intervención y acción para administrar y cambiar situaciones so-
ciales. Pero una cosa es su diseño y otra su implementación.

El cambio de paradigma político se traduce nítidamente en el 
desarrollo del corpus normativo, desde su creación a su disolución. 

na: cooperativas, mutuales, 
federaciones de cooperativas 
y mutuales junto a fundacio-
nes y asociaciones civiles sin 
fines de lucro, organizaciones 
de la sociedad civil y organi-
zaciones internacionales que 
trabajan en políticas públicas. 
“La propuesta formativa de 
las Unidades Capacitadoras 
será previamente evaluada 
y aprobada por las autorida-
des de aplicación” (En Anexo 
Lineamientos Programa Ha-
ciendo Futuro).
13 Dicho programa consiste en 
“una primera etapa de diag-
nóstico y capacitación general 
y una segunda etapa de forta-
lecimiento productivo y acceso 
a mercados” (Ídem anterior).
14 El artículo 1.º de Resol-2018-
152-APN-SES#mds establece 
que los titulares de subsidio 
personal para capacitación 
“podrán revestir la calidad de 
Monotributistas Sociales” y 
solicitar su inscripción en el 
Registro Nacional de Efectores 
de Desarrollo Local y Economía 
Social, e incluir a su núcleo 
familiar conviviente como 
adherentes, y el mds será el 
organismo que subsidie los 
cargos en nombre del titular 
conforme a Resol-N.º 4697/10.
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15 “Capacitate en lo que más 
te gusta”, <https://www.ar-
gentina.gob.ar/desarrolloso-
cial/hacemosfuturo>.
16 “Si te formas vas a conse-
guir trabajo”, <https://www.
argentina.gob.ar/desarrollo-
social/hacemosfuturo>.
17 Cabe aclarar sobre estas 
últimas que, y dicho por todos 
los funcionarios entrevistados 
entonces, la situación de 
degrado social en que se 
encontraba las población 
objetivo sorprendió y motivó a 
otras acciones prioritarias que 
frenaron el impulso inmediato 
de generación de trabajo 
productivo; altos índices de 
analfabetismo o instrucción 
incompleta, desconocimiento 
de oficios y nociones acerca 
del cooperativismo, hicieron 
que se gestasen varios 
programas de capacitación 
y el FinEs para concluir los 
estudios formales bajo una 
estructura paralela a la 
preexistente de primarios y 
secundarios para adultos.

Tanto el “Manos a la Obra” como “Argentina Trabaja” nacen en-
marcados –con algunas particularidades– dentro de las llamadas 
políticas socioproductivas, ya que responden a la lógica de “Ingre-
so Social” por contraprestación laboral y capacitación laboral y 
formal obligatoria. Los titulares son inscriptos en cooperativas de 
trabajo, dentro de las cuales, reciben capacitación para un proyec-
to productivo asociado.

Con el cambio de gestión, la lógica se torna asistencial y otor-
ga ingreso social vinculado a la formación-capacitación individual 
obligatoria con la expectativa futura de inserción en el mercado 
de trabajo bajo la figura de emprendedor o asalariado. La clásica 
lógica capitalista y meritocrática, donde prevalece el esfuerzo in-
dividual y la capacitación como el recurso a la empleabilidad. Se 
interpela a la autonomía de los individuos15 y al esfuerzo propio16 

sin contemplar otras problemáticas del mercado del trabajo y las 
propias de los sectores excluidos. La mediación entre las ofertas 
formativas y los interesados dejan de ser los referentes territoriales, 
cuya tarea pasa a estar en manos de instancias directas del Estado, 
como las oficinas de anses o “El Estado está en tu Barrio”, donde 
cumplimentar trámites y consultas.

Respecto a la conformación de cooperativas, la gestión anterior 
hizo débiles esfuerzos para consolidar verdaderamente cooperati-
vas de trabajo. Si bien fue propuesto como uno de los pilares de 
acción, en la práctica no tuvo centralidad ni capacitación especí-
fica y sólida sobre sus valores y principios, ni capacitación técnica 
referida a la gestión.17 La tutela en manos de coordinadores y ges-
tores de matrícula, condicionó la conciencia real del mecanismo 
de autogestión y toma de decisiones en la gran mayoría de los aso-
ciados. Las demoras en la matriculación y la falta de transmisión 
de información a los titulares dejaron a estos a la deriva frente a 
la falta de registros oficiales y de constancias escritas como para 
poder reconstruir y sostenerse frente a los cambios propuestos.

Conformar una cooperativa constituía una exigencia mayor, 
más aún cuando los condicionamientos y trayectorias de vida de 
sus asociados requerían primero de una etapa de adecuación y un 
mayor compromiso de parte de las autoridades en consolidar una 
real inserción de trabajo que les diera autonomía y sustentabilidad 
para poder salir del desempleo y la pobreza. Hubo demora en cum-
plimentar las etapas proyectadas desde lo normativo, las cuales se 
vieron desbordadas por las disputas territoriales y los intereses 
políticos. Los cooperativistas no poseían la documentación, esta 
estuvo y quedó en posesión de los entes ejecutores, capacitadores o 
gestores ante inaes. Los presidentes de cada cooperativa eran cita-
dos una vez al año para “hacerle firmar papeles” sin otorgarles co-
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pias; la mayoría desconocen su número de matrícula y el estado del 
expediente. Según testimonios recogidos, en los últimos tiempos, 
los presidentes de cooperativas están siendo intimados, por parte 
del fisco, al pago de multas por incumplimiento de los requisitos 
que establece el inaes para su funcionamiento.

Nos preguntamos ¿la promoción de cooperativas por parte 
del Estado alcanzó el objetivo propuesto de reinserción social de 
los sectores vulnerables? ¿Se generó empleo formal y los mecanis-
mos de transferencia de recursos que permiten la inclusión de los 
sectores sociales excluidos del mercado del trabajo? Las políticas 
socioproductivas de inclusión aplicadas por el Gobierno Nacional 
consiguen –a nuestro entender– logros acotados respecto a la in-
tención de incluir a los sectores excluidos del mundo del trabajo.

Las cooperativas de trabajo generadas desde el Estado nacen 
en una formalidad caracterizada por el Monotributo Social, pero 
quedan distantes de los niveles de recuperación salarial que se evi-
denciaron en los sectores formales de la economía. Nacen precari-
zadas, vulnerables y sin perspectivas de poder sobrevivir si no es 
con el sostenimiento subsidiado del Estado.18

Las políticas socioproductivas implementadas en un contexto 
de crisis, no lograron revertir la situación de vulnerabilidad de los 
sectores excluidos del mercado de trabajo; los escasos montos tras-
feridos como “ingreso social con trabajo” no representó siquiera un 
salario mínimo y vital y, más lejos aún, de equipararse a una canasta 
básica familiar que les permita salir de la categoría de pobreza.19 

En las cooperativas podemos observar las dificultades para 
apropiarse de su propio destino, de proyectarse en una actividad 
futura y sin el apoyo y asesoramiento externo sea estatal o del mo-
vimiento cooperativo. Se contabilizó a cada “asociado” como un 
nuevo puesto de trabajo, pero la realidad nos demuestra que las 
políticas derivaron más en capacitación –laboral o formal– y en 
contención social.

Si bien podemos resaltar los avances en capacitación, conten-
ción y ampliación de ciudadanía, las fuentes de trabajo generadas 
persisten vulnerables. Notamos que, dichas cooperativas, quedan 
doblemente expuestas; por un lado, a la coyuntura económica ge-
neral del país –que permita o no generar superávit o recursos sufi-
cientes– y, por otro lado, a la coyuntura política gubernamental, es 
decir, la existencia o no de voluntad política en transferir ingresos 
hacia los sectores marginales.

En cuanto a la categoría de desocupados, el trabajo propues-
to de manera cooperativa no fue lo suficientemente respaldado en 
cuanto a brindarle la oportunidad de no solo acceder a una herra-
mienta de producción desde lo conceptual, sino que las tareas que-

18 En sus inicios, el kirchnerismo 
mostró su voluntad de generar 
trabajo y sostener para tal fin a 
las instituciones de la economía 
social o la llamada “otra econo-
mía”; sin embargo, durante 
todo su período de gobierno 
no aplicó un único criterio a la 
hora de brindar oportunidades 
de trabajo o de generarlo. Por 
ejemplo, el Ministerio de Eco-
nomía impulsó prioritariamente 
a las pymes o los microempren-
dimientos, mientras que el apo-
yo a las cooperativas quedó casi 
exclusivamente circunscripto al 
Ministerio de Desarrollo Social 
y, en parte, al Ministerio de Tra-
bajo. Es decir, relegadas a las 
políticas de desarrollo social 
más que a las de desarrollo eco-
nómico. El circuito de la econo-
mía formal se nutrió con institu-
ciones propias del capitalismo 
y se habilitó la existencia de un 
circuito paralelo o subordinado 
en manos de políticas de sostén 
social que no tuvo injerencia en 
el mercado y absolutamente 
imposibilitado de motorizar un 
nuevo paradigma productivo.
19 A finales del 2014, el Sa-
lario Mínimo Vital y Móvil, 
fijado por el Consejo Nacional 
del Empleo, la Productividad 
y el Salario Mínimo, Vital y 
Móvil era de $4400 para los 
trabajadores mensualizados 
que cumplen la jornada legal 
completa de trabajo. En cam-
bio, en la misma fecha, los 
cooperativistas recibían en el 
mejor de los casos, un total de 
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$2600 mensuales compuestos 
por $1200 como anticipo de re-
torno, $800 por presentismo y 
$600 por productividad. La jor-
nada es completa puesto que 
se considera a la capacitación 
como parte de las tareas dia-
rias de ocho horas, y pueden 
variar las proporciones de 
acuerdo a la evolución de cada 
cooperativa. A cifras actuales, 
la asignación destinada a cada 
titular del programa “Hacemos 
Futuro” es de $5000, lo que 
constituye el 50% del Salario 
Mínimo y Vital vigente (agosto 
2018).

daron dependiendo de un espacio contenido en la órbita del mds 
o municipios sin incentivar el desarrollo o expansión hacia otros 
ámbitos del propio estado (licitaciones de obras de envergadura, 
compre nacional, etc) o del mercado.

Los intereses políticos también jugaron en contra de la oportu-
nidad de romper con la vulnerabilidad. Los cupos fueron distribui-
dos discrecionalmente y con una marcada intencionalidad electo-
ral. La estructura de gestión estuvo muy vinculada a la militancia 
o asociaciones afines; los titulares estaban coordinados por líderes 
que respondían a las autoridades locales o a las nacionales, y se 
veían, por lo tanto, atravesados por la conflictividad de intereses y 
la presión para la participación en actos o manifestaciones sobre 
las cuales se controlaba el presentismo o se establecía su continui-
dad en los planes. En estos casos, no podemos equiparar la realidad 
con el concepto de “titularidad de derecho”; para el caso, importó 
más el discurso que lo concretado, así como la cantidad de “puestos 
de trabajo” creados, más que su calidad y continuidad. La estruc-
tura cooperativa fue una forma de agrupar y de transferir fondos 
públicos a sectores excluidos, nunca rompió con las relaciones de 
verticalidad y dependencia propias de las estructuras capitalistas.

Si a todo lo dicho sumamos las “desprolijidades” administra-
tivas y presupuestarias –por no mencionar casos de utilización de 
dichas políticas para el desvío de fondos públicos–, no resultó difí-
cil para la nueva gestión aplicar su visión y dejar sin efecto la con-
traprestación productiva bajo la figura de cooperativa y reformular 
nuevos lineamientos basados en la concepción liberal de capacita-
ción para el empleo mediante el esfuerzo y el mérito personal.

Sin embargo, la heterogeneidad de los titulares de los progra-
mas, con trayectorias diversas en cuanto a la terminalidad educati-
va, situaciones de vida y personalidad, hicieron que se conformase y 
sobreviviera un importante número de proyectos productivos que, 
“de hecho”, funcionan de manera solidaria. Aquellos que, termi-
nado su nivel secundario, pudieron acceder a carreras de pregrado 
universitarias (diplomatura/tecnicatura) –especialmente entre las 
beneficiarias del “Ellas Hacen”–, así como otros con personalidad 
determinada y ávidos en mejorar sus condiciones de vida han ge-
nerado liderazgos positivos pues no resignan el derecho a una au-
tonomía económica y al trabajo colectivo y solidario como apuesta 
de inclusión social.

Estos batallan día a día y dan sostén al resto de sus compañeros, 
buscando obtener regularidad en la matrícula, tejiendo redes de 
contactos, pergeñando ideas productivas y buscando mecanismos 
de apoyo financiero o de capacitación para el desarrollo producti-
vo y la comercialización o prestación de servicio. Son muchas coo-
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perativas dispersas y sin el amparo de políticas públicas específicas 
para su fortalecimiento y sostén. Si bien desde la formalidad no se 
pueden considerar “cooperativas” –pues reproducen verticalidad 
y asimetrías en su interior–, debemos reconocer que en estas se 
puede observar la incorporación de conceptos tales como esfuerzo 
colectivo, solidaridad y diálogo; lo que contribuyó, de alguna ma-
nera, a construir una fuerte identidad grupal y transformaciones 
en las subjetividades, en cuanto a mayores niveles de autonomía, 
conciencia y visualización de otras opciones a la impuesta en sus 
entornos. La conformación de cooperativas por iniciativa estatal 
no alcanzó los objetivos previstos y desaparece dejando potencia-
les embriones productivos a la deriva, sin una red de contención 
que les permita crecer y consolidarse. Independientemente de los 
alcances de la implementación de la política pública, algunas de 
estas cooperativas han podido sumar algunos ingresos adicionales 
mediante el esfuerzo colectivo y a pesar de la situación económico-
social adversa que padecen.

Muchas acciones, sin embargo, sobrepasan las intenciones pro-
puestas originariamente y otras se imaginan sin tener una dimen-
sión microscópica de la realidad. “Una vez creadas, las políticas en-
tran en una compleja red de relaciones con varios agentes, actores 
e instituciones, tinglado que puede a menudo generar consecuen-
cias imprevistas e inesperadas” (Shore, 2010, p. 36).20

El camino no es la cooperativa utilizada políticamente ni aque-
llas que encubren trabajo socialmente valioso a bajo costo, con 
asociados relegados a realizar tareas sin tomar decisiones y com-
prender el fenómeno en donde están inmersos; aquellas que, en su 
interior, no superaron la reproducción de la relación de liderazgo 
(tutela) y de dependencia propias de la relaciones patrón-emplea-
do. La inserción, en el mejor de los casos, fue hacia el mercado de 
trabajo informal –changas o trabajo eventual–, poco sostenible a 
no ser por las redes de contención de actores o espacios de incuba-
ción de experiencias de la economía social o autogestivas en uni-
versidades públicas. O en el mercado de la economía ilegal como 
satélite de talleres de costura, marroquinería, etc.

Los nuevos funcionarios admiten mantener los programas a 
modo de contención social, pero ya no los proyectan en la contra-
prestación laboral ni incentiva una alternativa tutelada desde la 
economía social. Reduce su acción –o asume solo aquella que en 
concreto se venía priorizando– a la terminalidad educativa y com-
plementaria, para que, con dichas herramientas acudan de manera 
individual al escenario cada vez más reducido y competitivo del 
mercado de trabajo. Afines a una política liberal, se retoma el ca-
mino al concepto de subsidio por pobreza/desempleo.

20 Como lo han sostenido mu-
chos funcionarios del inaes y 
del mds de la gestión anterior, 
la situación de vulnerabilidad 
sobrepasó el análisis previo. 
Los casos de no terminalidad 
educativa o analfabetismo, 
la falta de conocimientos de 
oficios o experiencia laboral, 
la degradación ambiental, la 
desconexión social e, inclusi-
ve, la falta de documentación 
de identidad llevaron a tener 
que postergar las capacitacio-
nes y el afianzamiento de lo 
productivo y la consolidación 
de una unidad cooperativa de 
trabajo con autogestión y au-
todeterminación democrática 
en manos de los titulares de 
derechos que, entre otras co-
sas, pudieran transformarse en 
genuinos asociados y salir de 
un programa social tutelado.
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Sin dejar de resaltar el asistencialismo y la discrecionalidad que 
no pudieron o no quisieron ser superados durante el kirchneris-
mo, la política de generación de empleo del macrismo se vislumbra 
para emprendedores o pequeños grupos organizados del mismo 
modo que cualquier empresa del capitalismo y dependiente de 
empresas más grandes, quienes determinan la actividad de estos 
de acuerdo a sus lineamientos estratégicos y de interés. Queda des-
dibujada la propuesta de un desarrollo local y se refuerza la idea 
de un desarrollo signado por el mercado y a su ritmo de oportuni-
dades. Las pocas cooperativas sobrevivientes continúan en un con-
texto aún menos propicio con el cambio de gobierno, que delega el 
crecimiento económico en las instituciones privadas de la econo-
mía de mercado. Solo pueden continuar un camino de consolida-
ción, creemos, si se enmarcan dentro del movimiento cooperativo.

En el seminario “Escenario económico y reforma laboral: los 
desafíos para los y las trabajadores/as en la coyuntura actual”, or-
ganizado por Aset, el 8 de agosto último, Agustín Salvia, luego de 
desarrollar datos del Observatorio de la Deuda Social Argentina de 
la uca, concluía:

Durante el período 2010-2017, los indicadores sociales muestran 
la persistencia de altos niveles de pobreza y desigualdades estruc-
turales. Las relativas mejoras en las condiciones materiales y la 
ampliación de las coberturas sociales no han sido suficientes para 
revertir los niveles de pobreza estructural. Las brechas en el bien-
estar económico de los hogares no han disminuido, se presentan 
como estructurales y asociadas a la falta de demanda de empleo 
productivo. Además de importantes flujos de inversiones, son 
necesarias políticas activas de desarrollo sectorial-local-regional, 
hacia el sector industrial-servicios informales y las economías so-
ciales regionales para romper con modelo económico-productivo 
segmentado con efectos de exclusión y desigualdad (Salvia; 2018).

Por lo que acabamos de concluir y, sumado a ello, los testimonios 
de nuestros entrevistados que dieron cuenta –en su mayoría– que 
los proyectos cooperativos sobrevivientes surgieron en espacios 
de capacitación brindados por federaciones de cooperativas de 
trabajo –como fecootra o la Confederación Nacional de Coope-
rativas de Trabajo (cnct), que aún mantiene vínculos en todo el 
país con más de trescientas cooperativas del “Argentina Traba-
ja” o movimientos sociales cooperativizados– o porque algunos 
titulares accedieron a universidades nacionales que contemplan 
la enseñanza y apoyo al desarrollo de la economía social desde 
sus claustros o programas de extensión, apelamos al movimiento 
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cooperativo consolidado de nuestro país y dichas universidades a 
que focalicen esta realidad y contemplen reforzar y ampliar la red 
de contención que, aportando capacitación en gestión coopera-
tiva y estrategias de desarrollo productivo, permita sobrevivir a 
las “cooperativas en construcción” dejadas a la deriva, que pro-
ducen y quieren seguir conservando su identidad, y brindarles 
un verdadero espacio de compromiso para la inclusión camino a 
la autogestión.
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